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INTRODUCCIÓN 
 

La Asociación Española de Movilidad Laboral Internacional – FEEX, es una organización técnica 
sin ánimo de lucro constituida en 2004, cuya existencia responde a la necesidad de las empresas 
españolas de prestarse mutuo apoyo, para afrontar el proceso de internacionalización de sus 
actividades y negocios. 

Uno de sus objetivos es promover el desarrollo de un marco normativo e institucional que apoye 
la movilidad laboral internacional, así como representar a las empresas asociadas ante toda clase 
de entidades públicas o privadas dentro y fuera de la Unión Europea, en asuntos relacionados 
con la gestión internacional de recursos humanos. Dentro de este contexto, realiza estudios 
específicos que permiten mejorar el tratamiento en el ámbito migratorio, fiscal, laboral y de 
seguridad social, del desplazamiento de trabajadores en el exterior. 

FEEX quiere divulgar el papel esencial de las personas en los procesos de expansión internacional 
y la importancia de una adecuada gestión internacional de los trabajadores para garantizar el 
éxito de las empresas en una economía global potenciando la recuperación económica en el 
contexto actual. 

Este análisis es una iniciativa que se enmarca plenamente en este propósito, y analiza las 
“dificultades” que conlleva la aplicación práctica del régimen especial de impatriados contenido 
en el artículo 93 de la LIRPF y desarrollado en los artículos 113 a 120 del RIRPF, motivados por 
la inclusión de determinados requisitos tanto a nivel reglamentario como de la Orden Ministerial 
que regula el modelo e instrucciones para la solicitud del régimen especial, así como de la 
experiencia práctica en la materia, que podrían llevar a la inaplicación o imposibilidad de acceder 
al citado beneficio fiscal. Los asociados del FEEX proponen una serie de medidas para paliar y 
mitigar dichos efectos.



 

 

CAPÍTULO 1 
 

Exposición de motivos 

 
El régimen especial de impatriados (personas trabajadoras, profesionales, emprendedoras e 
inversoras desplazadas a territorio español), se encuentra regulado en el artículo 93 de la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), y 
desarrollado en los artículos 113 a 120 del Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento del IRPF (RIRPF).  
 
Este régimen especial permite que las personas desplazadas a territorio español y adquieran la 
residencia fiscal en nuestro país, puedan optar (siempre que se cumplan los requisitos que más 
adelante se comentan) por tributar como si tuvieran la consideración de no residentes fiscales, 
aplicándose, entre otras consideraciones, un tipo fijo del 24% hasta 600.000 euros y del 47% a 
partir de esa cantidad sobre los rendimientos del trabajo que obtengan y, desde el 1 de enero de 
2023, otros rendimientos de actividades económicas susceptibles de acogerse a este régimen, 
(bajo el principio de renta mundial).  
 
El régimen especial abarca un periodo máximo de seis años desde el primer año en que se 
adquiera la residencia fiscal en España. 

 

Requisitos para acogerse al régimen especial: 

 
La Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes -
conocida como “Ley de Startups”-, introdujo, con efectos desde el 1 de enero de 2023, varias 
modificaciones en el régimen de las personas trabajadoras desplazadas a territorio español, con 
el objetivo de atraer talento desde el extranjero. 

Con ocasión de dicha Ley, los nuevos requisitos para que la persona pueda acceder a este 
Régimen Especial de tributación son los siguientes: 

• Adquirir la residencia fiscal en España con motivo del desplazamiento a nuestro país, y no 
haber sido residente fiscal en el mismo durante los cinco periodos impositivos anteriores a 
aquél en el que se produzca dicho desplazamiento. 

• No obtener rentas que se calificarían como obtenidas mediante un establecimiento 
permanente situado en territorio español, a excepción de las obtenidas por la realización 
de una actividad emprendedora o deriven de la prestación de servicios destinados a 
empresas emergentes o de la realización de actividades de formación, investigación, 
desarrollo e innovación.  

• Que el desplazamiento a territorio español se produzca por alguna de las siguientes causas: 

o Por el inicio de una relación laboral en España1, o por la aceptación de una asignación 
internacional en España por mandato de su empleador, y cuando exista una carta de 
asignación internacional que lo regule, o cuando no existiendo dicho mandato, la 
actividad laboral se preste a distancia mediante el uso exclusivo de medios y sistemas 

 
1 “con excepción de la relación laboral especial de los deportistas profesionales regulada por el Real Decreto 1006/1985, 
de 26 de junio, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales” 



 

 

informáticos, telemáticos y de telecomunicación (en este último caso se trataría, en 
general, de teletrabajadores de carácter internacional). 

o Por la adquisición de la condición de administrador/a de una entidad. Si esta última 
fuera considerada entidad patrimonial, la persona no podrá tener una participación 
directa o indirecta de más del 25%.  

o Por la realización de una actividad económica calificada como actividad 
emprendedora, entendiéndose por tales a las personas calificadas como profesionales 
altamente cualificadas que prestan servicios a empresas emergentes, o bien que 
llevan a cabo actividades de formación, investigación, desarrollo e innovación, 
percibiendo por ello una remuneración que represente más del 40% de la totalidad de 
los rendimientos empresariales, profesionales y del trabajo personal. 

• El cónyuge de la persona que se desplaza y sus descendientes, menores de veinticinco años, 
o cualquiera que sea su edad en caso de discapacidad, o en el supuesto en que no exista 
vínculo matrimonial, el progenitor de estos, también podrán optar por tributar bajo el 
régimen especial. 

 

Documentación y procedimiento para la solicitud de aplicación del régimen especial: 

 
El formulario para la solicitud de aplicación del Régimen Especial es el Modelo 149, debiendo 
presentarse el mismo de forma telemática.  
 
Conforme establece el artículo 119.2 del RIRPF, junto con dicho formulario se deberá aportar "La 
documentación justificativa del alta en la Seguridad Social en España o la documentación que 
permita el mantenimiento de la legislación de Seguridad Social de origen o, en caso de que no 
fuera obligatoria el alta en la Seguridad Social, documento justificativo de la fecha de inicio de la 
actividad, la autorización de residencia que corresponda, en su caso, y la siguiente 
documentación: 

a) Cuando se inicie una relación laboral, ordinaria o especial, o estatutaria con un empleador en 
España, un documento justificativo emitido por el empleador en el que se exprese el 
reconocimiento de la relación laboral o estatutaria con el contribuyente, la fecha de inicio de la 
actividad que conste en el alta en la Seguridad Social en España, el centro de trabajo y su 
dirección, así como la duración del contrato de trabajo. 

b) Cuando se trate de un desplazamiento ordenado por su empleador, copia de la carta de 
desplazamiento del empleador, así como un documento justificativo emitido por éste en el que 
se exprese la fecha de inicio de la actividad que conste en el alta en la Seguridad Social en España 
o en la documentación que permita, en su caso, el mantenimiento de la legislación de Seguridad 
Social de origen, el centro de trabajo y su dirección, así como la duración de la orden de 
desplazamiento. 

c) Cuando, sin ser ordenado por el empleador, la actividad laboral se preste a distancia mediante 
el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de telecomunicación, un 
documento justificativo emitido por el empleador en el que se exprese el reconocimiento de la 
relación laboral con el contribuyente, la fecha de inicio de la actividad que conste en el alta en 
la Seguridad Social en España o en la documentación que permita, en su caso, el mantenimiento 
de la legislación de Seguridad Social de origen, así como la duración estimada de la prestación 



 

 

de la actividad laboral en España. 

(…)” 
Igualmente, en el supuesto de solicitud por el núcleo familiar, se deberá adjuntar el modelo 149 
presentado por la persona impatriada principal, y justificante del vínculo familiar existente. 
 
Por su parte, el artículo 116 del RIRPF establece que la solicitud se deberá presentar “a) En el caso 
del contribuyente a que se refiere el apartado 1 del artículo 93 de la Ley del Impuesto, en el plazo 
máximo de seis meses desde la fecha de inicio de la actividad que conste en el alta en la Seguridad 
Social en España o en la documentación que le permita, en su caso, el mantenimiento de la 
legislación de Seguridad Social de origen o, en caso de que no fuera obligatoria el alta en la 
Seguridad Social, en el documento justificativo de la fecha de inicio de la actividad” 

 
El objeto del presente escrito es poner de manifiesto una problemática específica en el acceso al 
régimen especial descrito anteriormente. 
 
Las consideraciones que se exponen a continuación son el resultado de la experiencia directa de 
las empresas españolas pertenecientes a FEEX en la gestión de desplazamientos de sus empleados 
a territorio español.  
 
Estas entidades, junto con las firmas colaboradoras, vienen constatando que hay unos tiempos 
razonablemente necesarios para obtener la diversa documentación pertinente para el inicio de la 
actividad en España. No obstante, el plazo que suele transcurrir entre la obtención de la 
documentación necesaria y el desplazamiento a España lleva en ocasiones a la Administración a 
cuestionar bien la fecha de inicio de la actividad, o bien el nexo causal entre desplazamiento y 
actividad. Esto se traduce en retrasos, incremento en las retenciones frente al tipo aplicable bajo 
el régimen especial de tributación y, en algunos casos, en la denegación del régimen por 
cuestiones puramente administrativas ajenas al solicitante o a su empresa. 
 
Es decir, tanto cuando se presenta una solicitud a través del Modelo 149 en tiempo y forma pero 
con plazos dilatados entre la evidencia de llegada a territorio español y el inicio de la actividad 
(sin que exista ninguna previsión específica en la norma al respecto), como cuando la solicitud se 
presenta dentro del plazo de seis meses para evitar la caducidad pero sin aportar la 
documentación completa (por casusa ajenas al contribuyente), se producen situaciones 
problemáticas con los efectos ya señalados. 
 
El presente escrito se centra por tanto en exponer los supuestos prácticos de mayor impacto, con 
una explicación detallada de lo que cada uno de ellos conlleva en cuanto a coste y plazos de 
gestión, y la justificación de por qué no se debería impactar la aceptación del régimen especial.  
 
La finalidad es poner esta problemática concreta en manos de la Administración para conocer su 
posición y, en su caso, proponer criterios flexibles y realistas a la hora de tramitar las solicitudes 
por el régimen especial de manera que éste no vea limitada su eficacia por cuestiones puramente 
administrativas. 
 
Quedan al margen aspectos sustantivos de diseño del régimen toda vez que pertenecen al ámbito 
de política tributaria y excederían en cualquier caso el objeto de esta nota.  
 

  



 

 

 

CAPÍTULO 2 

 

Supuestos en los que se mantiene la Seguridad Social en el país de origen 
 
Desde el punto de vista de su aplicación práctica, a los efectos del cómputo de los 6 meses de 
plazo para la realización de la solicitud, la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) 
considera como fecha de entrada en territorio español, la fecha de alta en la Seguridad Social 
española, o la fecha que consta en el certificado de cobertura (CdC) de mantenimiento en la 
seguridad social del país de origen según establece el artículo 116 del RIRPF. 
 
La problemática en este caso radica en que para obtener determinados permisos de trabajo en 
España es preciso obtener con antelación el CdC. No obstante, puesto que el permiso de trabajo 
no se obtendrá hasta un momento posterior, que puede demorarse hasta varios meses, el 
contribuyente no podrá entrar en territorio español hasta que se haya emitido dicho permiso, 
que será necesariamente en una fecha posterior a la indicada en el CdC. 
 
En todos los casos, la AEAT solicita aportar el alta en la Seguridad Social española o el CdC. Estos 
últimos documentos no son de fácil acceso para el empleado, y además su obtención está sujeta 
a la acción unívoca de la autoridad competente del país de origen, quien puede demorar su 
tramitación hasta varios meses. 
 
En este sentido, nos hemos encontrado con numerosas situaciones en las que, en el momento de 
solicitud del régimen especial, la persona que se desplaza únicamente puede aportar la solicitud 
a la Seguridad Social del mantenimiento en la Seguridad Social de origen. En casos de asignaciones 
temporales, cumpliéndose todos los requisitos establecidos, que son fácilmente acreditables en 
estas situaciones en las que se dispone de una carta de desplazamiento, la resolución favorable 
debería darse por tácitamente cumplida, en tanto no se disponga del documento de aceptación 
por parte de la Seguridad Social en el país de origen. A mayor abundamiento, en la práctica la 
Seguridad Social española no requiere a la empresa el pago de la seguridad social en nuestro país 
si se dispone del documento de solicitud, al menos durante el tiempo de resolución y en tanto 
ésta se recibe. 
 
Al exigir la AEAT el CdC emitido por las autoridades de la Seguridad Social en origen, se han dado 
situaciones en las que la persona desplazada ha recibido una denegación del régimen, debiendo 
presentar reclamación administrativa, que puede alcanzar el Tribunal Económico Administrativo, 
a la espera de una actuación de las autoridades de origen que excede de su ámbito personal de 
actuación, y soportando unas retenciones superiores que no podrá recuperar hasta varios meses 
(cuando no años) después, a través de su declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas del régimen especial aplicable a los trabajadores desplazados a territorio español.  
 
Por lo anterior, a nuestro juicio jurídico- técnico, el CdC debería considerarse únicamente a 
efectos de determinar la fecha de inicio del desplazamiento y, por tanto, como referencia para el 
inicio del cómputo del plazo máximo de seis meses para el ejercicio de la opción del Régimen 
especial (con la salvedad comentada en el punto anterior). Así lo cita el artículo 116 del 
Reglamento del IRPF (ejercicio de la opción). Sin embargo, no debe convertir en requisito 
documental para acogerse a la aplicación del Régimen la comunicación oficial de su aceptación 
por las autoridades del país de origen, por cuanto la norma legal no exige en ningún momento 
que se pague Seguridad Social, bien en el país de origen o en el país de destino. En este sentido, 
la Ley del IRPF, en su artículo 93, exige para la aplicación del régimen que se inicie una relación 



 

 

laboral en España, circunstancia que el Reglamento vincula con la obtención del certificado de 
cobertura de seguridad social en el país de origen, produciéndose en nuestra opinión una 
extralimitación reglamentaria por cuanto el Reglamento del IRPF va más allá de la Ley del IRPF. 
 
Esta carencia de base legal para la exigencia de obtención del certificado de cobertura de 
seguridad social permite sostener la existencia de una vulneración del principio de jerarquía 
normativa, por extralimitación reglamentaria. El ejecutivo, para la aplicación efectiva del cómputo 
de los 6 meses de plazo, aborda aspectos que no cuentan con ninguna regulación en la Ley del 
IRPF. 

 
Por otra parte, la AEAT está vinculando la obligación de un tercero al propio contribuyente del 
IRPF para que pueda optar al Régimen especial. En este sentido, hay mucha jurisprudencia que 
confirma que no puede hacerse depender el disfrute de un beneficio tributario del cumplimiento 
de una obligación legal por un tercero (por ejemplo, Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, en su sentencia número 102/2017 (Rec. Núm. 175/2016), de 30 de mayo de 2017). Éste 
sería a nuestro juicio el presente supuesto de hecho, en el que la AEAT condiciona la concesión 
del Régimen especial de tributación a la aportación de un documento que depende de otro 
órgano (ni siquiera tributario, sino de la Seguridad Social).  
 
Igualmente, debemos recordar el principio de la indisponibilidad de las obligaciones tributarias, 
que implica la imposibilidad de transferir, renunciar o ceder a otro sujeto pasivo – por ejemplo – 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias, que parecería incumplirse también pues se exige 
indirectamente el cumplimiento de una obligación a otro sujeto, que sería un órgano de la 
Seguridad Social y no el propio contribuyente, sujeto pasivo del IRPF/Régimen especial.  
 
Adicionalmente, las implicaciones que pudieran derivarse del CdC no deberían tener 
implicaciones fiscales sino en el ámbito de la Seguridad Social, que no compete en ningún caso a 
la AEAT ni afecta (positiva o negativamente) al contribuyente o a la AEAT en materia fiscal.  

 
La obligación impuesta por la AEAT de aportar la concesión del CdC sería incompatible con la 
finalidad del Régimen especial, que es atraer y captar el talento internacional a territorio español. 
Realizando una interpretación restrictiva de la norma al convertir la concesión del CdC en 
requisito indispensable para su aplicación, y no admitiendo el documento oficial de solicitud 
cumpliéndose los requisitos para su resolución favorable (como es en el caso de los 
desplazamientos en asignación internacional el desplazarte dentro del marco de dos países que 
hayan firmado el acuerdo de Seguridad Social), muchos trabajadores podrían no beneficiarse del 
Régimen y, en consecuencia, cancelar su asignación a España o retornar a su país de origen 
anticipadamente.  

 
Por tanto, acreditado el cumplimiento de los requisitos legales previstos en el artículo 93.1 de la 
Ley del IRPF para determinar la aplicación del Régimen especial, esta Asociación entiende que se 
debería proceder a su concesión, y no vincularla a la aportación de un documento cuya obtención 
depende de un tercero y cuyas implicaciones nada tienen que ver con el ámbito fiscal.  

 
Como el certificado a emitir por la empresa y a aportar al modelo 149 ya debe hacer mención 
tanto al hecho de que el empleado se le da de alta en la seguridad social española, como a que 
se mantendrá cotizando a la seguridad social del país de origen en virtud del CdC solicitado por 
la empresa empleadora extranjera, entendemos que no debería ser necesario que el empleado 
aportase estos documentos (alta en SS española o el CdC). 

 
 
 



 

 

Solución propuesta: - A tenor de lo anterior, proponemos que: 
 
1. La AEAT no vincule inexorablemente la fecha indicada en el certificado de cobertura de 

seguridad social con la fecha de entrada en territorio español, pues a efectos del ejercicio 
de la opción por el Régimen Especial (artículo 116 del RIRPF), el plazo de los 6 meses para 
solicitarlo bajo el criterio actual empieza a contar desde la fecha establecida en dicho 
certificado, sin que la misma se corresponda necesariamente con la entrada real en territorio 
español, lo que supone un tratamiento discriminatorio para las personas que se desplazan 
en el ámbito de un desplazamiento temporal, manteniendo la Seguridad Social en el país de 
origen, frente a las personas que se desplazan con un traslado permanente y que son dadas 
de alta en la Seguridad Social española en la fecha efectiva de comienzo de la relación laboral 
en España.  
 
Si, más allá de la práctica administrativa en la concesión del régimen, fuera necesario 
modificar la redacción del Reglamento para incorporar esta modificación, sugerimos que se 
plantee la siguiente redacción en el artículo 116 RIRPF para eliminar esa indefensión: “a) En 
el caso del contribuyente a que se refiere el apartado 1 del artículo 93 de la Ley del Impuesto, 
en el plazo máximo de seis meses desde la fecha de inicio de la actividad que conste en el 
alta en la Seguridad Social en España o en la documentación que le permita, en su caso, el 
mantenimiento de la legislación de Seguridad Social de origen o, en caso de que la fecha de 
entrada efectiva se produzca en una fecha posterior a la que conste en el documento de 
mantenimiento de la Seguridad Social en origen o, cuando no fuera obligatoria el alta en la 
Seguridad Social, , en el documento justificativo de la fecha de inicio de la actividad”. 

 
2. Se acepte como suficiente la solicitud del mantenimiento en la Seguridad Social del país de 

origen presentado por el empleador en dicho país, en caso de que la autoridad en el país de 
origen se retrase más de un mes en la emisión del documento de concesión de este, a los 
efectos de no perjudicar al contribuyente en la aplicación de un régimen cuyos requisitos se 
cumplen en todo caso.  

 
Por otra parte, mencionar que se ha incluido la siguiente mención en el artículo 116.1. a) del 
Reglamento de IRPF (“Ejercicio de la opción”): “En el caso del contribuyente a que se refiere el 
apartado 1 del artículo 93 de la Ley del Impuesto, en el plazo máximo de seis meses desde la fecha 
de inicio de la actividad que conste en el alta en la Seguridad Social en España o en la 
documentación que le permita, en su caso, el mantenimiento de la legislación de Seguridad Social 
de origen o, en caso de que no fuera obligatoria el alta en la Seguridad Social, en el documento 
justificativo de la fecha de inicio de la actividad”. 
 
Esta misma mención se incluye en el artículo 119.2 segundo párrafo (“Comunicaciones a la 
Administración Tributaria y acreditación del régimen”). 
 
Desde el FEEX solicitamos que se clarifique a qué supuestos se refiere este último inciso, en el que 
no se prevé un mantenimiento de la Seguridad Social de origen, ni una obligación de alta en la 
Seguridad social en España. Esta cuestión es importante dado que los nuevos supuestos de 
aplicación del régimen, tanto a administradores, trabajadores en remoto, o a personas físicas que 
realicen actividades económicas emprendedoras, o presten servicios cualificados, en principio si 
determinarían una obligación de cotización en la Seguridad Social que corresponda, por lo que 
desconocemos si la AEAT se está refiriendo a alguna otra casuística especial que deba darse a 
conocer de forma expresa. 
  



 

 

 

CAPÍTULO 3 

 

Relación de causalidad 

 
De acuerdo con la nueva regulación, entre las condiciones para la aplicación del régimen especial 
se exige que el desplazamiento a territorio español se produzca, ya sea en el primer año de 
aplicación del régimen o en el año anterior, como consecuencia de alguna de las cuatro 
circunstancias estipuladas en el artículo 93.1.b) de la LIRPF ya mencionadas. 
 
Es decir, la aplicación de este régimen requiere la existencia de una relación de causalidad entre el 
desplazamiento a España y el cumplimiento de alguna de las cuatro circunstancias estipuladas en 
el artículo 93.1.b) de la LIRPF. 
 
A este respecto, son numerosas las consultas vinculantes emitidas por la Dirección General de 
Tributos donde se determina que, en ausencia de esta relación de causalidad, se incumpliría el 
requisito previsto en el artículo 93.1.b) de la LIRPF y, en consecuencia, el consultante no podría 
optar por el régimen fiscal especial.  
 
La existencia de dicha relación de causalidad es una cuestión de hecho que debe ser acreditada 
por el contribuyente por los medios de prueba válidos en Derecho, correspondiendo su valoración 
a los órganos de inspección y gestión de la Administración tributaria. 
 
Sin embargo, la problemática cada vez más habitual que nos estamos encontrando para los 
empleados de las empresas de FEEX, es que en ocasiones la Administración cuestiona dicha 
relación de causalidad en supuestos donde el intervalo temporal entre el desplazamiento a España 
y el cumplimiento de las circunstancias requeridas se prolonga, debido a procedimientos 
administrativos necesarios para iniciar una relación laboral o actividad profesional en España, pero 
que son ajenos al solicitante. 
 
Esta situación genera incertidumbre y plantea obstáculos para los contribuyentes que, cumpliendo 
a priori todos los requisitos establecidos en la norma, no pueden acogerse al mismo por 
dificultades que surgen por factores que escapan a su control, tal como se ilustrará en los 
siguientes ejemplos. 
 

• Adquisición de la condición de administrador 
 

Uno de los escenarios para optar al régimen especial es que el desplazamiento a territorio 
español se produzca, ya sea en el primer año de aplicación del régimen o en el año anterior, como 
consecuencia de la adquisición de la condición de administrador de una entidad.  
 
Conviene destacar que el nombramiento de un administrador es un procedimiento que se 
compone de múltiples fases, entre las que destacan las siguientes: 

 
a) Obtención de un Número de identidad de extranjero (NIE), si el solicitante no dispone de 

uno.  
 

b) Adopción de acuerdo de nombramiento de administrador en Junta. Deben reunirse los 
socios y acordar el nombramiento de uno o varios nuevos administradores, esto se recoge 
en un Acta de la Junta de Socios y se incorpora al libro de actas de la sociedad, además, se 



 

 

debe expedir una certificación del acuerdo social adoptado para anexar a la escritura de 
nombramiento del administrador que se elevará a público. Se procede de igual forma 
cuando se trata de un socio único.  
 

c) Notificación fehaciente del nombramiento al administrador saliente. A efectos del artículo 
111 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro Mercantil, es necesario que la certificación del acuerdo por el que se nombra al 
nuevo administrador con facultad certificante, cuando haya sido expedida por el 
nombrado, debe ir acompañada de notificación fehaciente del nombramiento al anterior 
titular. Por tanto, será condición imprescindible la legitimación de la firma del 
administrador saliente. 
 

d) Elevación a público de los acuerdos adoptados por la Junta de Socios o por el Socio Único.  
 

e) Inscripción de la escritura en el Registro Mercantil correspondiente.  
 

f) Liquidación del modelo 036. Es necesario informar a la AEAT de la modificación del órgano 
de administración a través del modelo 036 se procede a dar de baja al administrador 
saliente y dar de alta al entrante.  
 

Como es posible comprobar, el proceso en estos casos se puede prolongar mucho en el tiempo. 
En estas circunstancias, y sabiendo la criticidad de estas posiciones, y que es necesario que la 
persona se incorpore de forma inmediata una vez se han conseguido finalizar todos los trámites, 
es de toda lógica que el desplazamiento se realice antes de dicha fecha, y es frecuente que la 
persona se desplace a territorio español de forma previa con el objetivo de ir iniciando los 
trámites de la mudanza: apertura de cuentas bancarias, búsqueda de vivienda, elección de 
colegios para sus hijos, etc., pero que, por causas ajenas a su control, el procedimiento de 
nombramiento se demore en el tiempo tras su llegada inicial. 
 
El retraso entre la fecha de llegada a territorio español, y la fecha de nombramiento, puede tener 
su origen en múltiples factores, como en la dificultad de obtener citas para la obtención de un 
NIE, en el tiempo exigido para recopilar toda la documentación necesaria para cada una de las 
fases del procedimiento, en el retraso del Notario para la elevación a público de los acuerdos 
adoptados o del Registro Mercantil para la inscripción de la escritura, retrasos en procedimientos 
migratorios, etc., causas todas ellas fuera del ámbito de actuación personal de la persona que se 
desplaza. 

 
• Inicio de la relación laboral  

 
Otro de los escenarios para optar al régimen especial es que el desplazamiento a territorio 
español se produzca, ya sea en el primer año de aplicación del régimen o en el año anterior, como 
consecuencia de un contrato de trabajo, cuando se inicia una relación laboral con un empleador 
en España.  
 
Una dinámica habitual la podemos encontrar en la contratación de talento extranjero para 
implementar y gestionar la constitución de una sociedad en España, así como su etapa inicial de 
operativa a corto y medio plazo. 
 
Sin embargo, la constitución de una sociedad en España es un procedimiento que también se 
compone de diversas fases, entre las que destacan las siguientes: 

 



 

 

1. Obtención de una certificación negativa de denominación social emitido por el Registro 
Mercantil Central. El plazo para expedir la certificación es de cinco días hábiles. 

  
2. Apertura de cuenta bancaria, para lo que el banco debe expedir un certificado acreditando 

el desembolso de los fondos. Si bien la Ley 11/2018 Ley de Sociedades de Capital introdujo 
la supresión de este requisito para las Sociedades de Responsabilidad Limitad, es 
recomendable aportar este certificado como garantía. 

  
3. Elevación a público de escritura de constitución y estatutos de la sociedad.  

  
4. Liquidación del Modelo 600. 

  
5. Inscripción en el Registro Mercantil. El plazo máximo del Registro para la calificación de la 

escritura es de quince días hábiles por la vía convencional. Por otro lado, se puede realizar 
la inscripción con carácter urgente y en ese caso el plazo es de cinco a quince a días hábiles, 
dándole prioridad a la escritura presentada, pero si existe mucha carga de trabajo el 
Registro no está obligado a calificar hasta los quince días correspondientes. 

  
6. NIF definitivo de la sociedad. El día del otorgamiento de la escritura de constitución la 

Notaría proporciona un NIF provisional, pero se debe solicitar el NIF definitivo a la Agencia 
Tributaria. 

  
7. Obtención del certificado digital de la sociedad, para lo que hay que realizar los trámites 

pertinentes con la AEAT. 
  

Al igual que en el caso anterior, una persona se puede desplazar a territorio español a raíz del 
inminente inicio de una relación laboral con un empleador español para asegurar que está todo 
preparado en el momento en que se formalice la relación laboral (mudanza, apertura de 
cuentas, búsqueda de vivienda y colegios, etc.), pero que, por causas ajenas a su control, el 
comienzo de su contrato de trabajo se retrase en el tiempo, por ejemplo, por la demora en el 
procedimiento de constitución de la sociedad en España. 
 
Esta demora puede tener su origen en múltiples factores, como en las dificultades para obtener 
una certificación negativa de denominación social (en caso de que el nombre solicitado para 
identificar a la empresa ya se encuentre registrado o reservado a favor de otra persona física o 
jurídica), en el tiempo exigido para recopilar toda la documentación necesaria para cada una de 
las fases del procedimiento, del Notario para la elevación a público de la escritura de 
constitución y los estatutos de la sociedad, en la dificultad de obtener citas en la Agencia 
Tributaria para la obtención de un NIF definitivo en determinadas etapas del ejercicio, etc. 

 
Los ejemplos prácticos previamente expuesto son de trámites ajenos al solicitante, pero necesarios 
para optar al régimen fiscal especial, y se pueden sumar al resto de casuística a la que se pueden 
enfrentar los contribuyentes y que pueden demorar el periodo entre el desplazamiento a España 
y el cumplimiento de las circunstancias requeridas, pero que consideramos no deben poner en 
riesgo la opción por el régimen fiscal especial. 
 
Por otra parte, ciertas administraciones de Hacienda solicitan documentación adicional de forma 
recurrente, como certificados de empadronamiento, contrato de alquiler, certificados de 
residencia fiscal en otro país, etc., entendemos que para justificar la relación de causalidad entre 
el desplazamiento a territorio español y el inicio de la relación laboral. No obstante, en la medida 
en que siendo una normativa estatal el proceso de solicitud debería ser igual en todo el territorio 
de aplicación de la norma, sería preciso una estandarización de los procesos y documentación a 



 

 

aportar con independencia de la administración que resuelva el expediente. 
 
 
Solución propuesta:  
 

1) Realizar una tarea de homologación entre todas las Administraciones de Hacienda para 
que el proceso de solicitud y la documentación a aportar sea exactamente la misma con 
independencia de la provincia o Administración de Hacienda que resuelva el expediente 
de solicitud del RE. 
 

2) Establecer, para circunstancias en las que el desplazamiento se produzca a territorio 
español en algún momento previo a la ejecución de la situación de la que trae causa, una 
relación de documentación que pueda acreditar de forma fehaciente a la AEAT el 
cumplimiento de la relación de causalidad, pero que no invalide al contribuyente para la 
aprobación del régimen especial.  
 

  



 

 

 

CAPÍTULO 4 
 

Disposición transitoria vigésima. Plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial del 
artículo 93 de la LIRPF incluida en el RIRPF 

 
Contexto 
 
Entre las modificaciones introducidas por la “Ley de Startups” se ampliaba el ámbito subjetivo de 
aplicación del régimen especial a nuevos supuestos como los relacionados con el teletrabajo 
internacional, administradores -con independencia del porcentaje de participación que tengan en 
el capital social de la entidad-, actividades emprendedoras y profesionales altamente cualificados 
que presten servicios a empresas emergentes o realicen actividades de formación, I+D+i, así como 
a determinados miembros del núcleo familiar del contribuyente principal.  
 
Si bien dichas modificaciones entraron en vigor con efectos 1 de enero de 2023, quedó pendiente 
el desarrollo reglamentario que concretara, entre otras cuestiones, los requisitos que debían 
cumplir los nuevos colectivos beneficiarios, la documentación que deberían presentar para 
solicitarlo, así como la aprobación del nuevo Modelo 149 de solicitud del régimen especial que 
deberían utilizar estos nuevos colectivos, puesto que con el Modelo 149 anteriormente en vigor 
no tenían posibilidad de solicitarlo al no contemplarse estos nuevos supuestos en el mismo. 
 
El 8 de febrero de 2023 se sometió a trámite de información pública el texto del Proyecto de Real 
Decreto que debía modificar el RIRPF para desarrollar las novedades introducidas en el régimen 
especial, y el 6 de marzo de 2023 el Proyecto de Orden que debía aprobar el Modelo 149 y el 
Modelo 151 de declaración para los contribuyentes del régimen especial.  
 
El texto del referido Proyecto de Real Decreto de modificación del RIRPF establecía asimismo una 
disposición transitoria relativa al plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial, con la 
siguiente redacción:  
 
“El plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial previsto en el artículo 93 de la Ley 
del Impuesto para los contribuyentes que adquirieran su residencia fiscal en España en el periodo 
impositivo 2023, como consecuencia de un desplazamiento realizado a territorio español en 2022 
o en 2023 antes de la entrada en vigor de la Orden por la que la persona titular del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública apruebe el modelo de comunicación de la opción, será de seis meses 
desde la fecha de entrada en vigor de dicha Orden, salvo cuando el artículo 116 de este Reglamento 
le otorgue un plazo superior. 
 
En el supuesto de que el desplazamiento a que se refiere el párrafo anterior hubiera venido 
determinado por el inicio de una relación laboral, ordinaria o especial, o estatutaria con un 
empleador en España, por venir ordenado por su empleador o cuando sin ser ordenado, la actividad 
laboral se preste a distancia, o como consecuencia de la adquisición de la condición de 
administrador de una entidad, también podrán ejercer la opción por el citado régimen especial con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigor de la Orden señalada en el párrafo anterior, aplicando 
a tal efecto el artículo 119 de este reglamento en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2022. 
 
No obstante, en el caso de los trabajadores que presten servicios a distancia a que se refiere el 
párrafo anterior deberán remitir a la Agencia Estatal de Administración Tributaria la 



 

 

documentación prevista en el artículo 119 de este reglamento, en el plazo establecido en el primer 
párrafo de este apartado.” 
 
No obstante, no fue hasta el pasado 6 de diciembre de 2023 cuando se publicó en el BOE el Real 
Decreto 1008/2023, de 5 de diciembre con el que se introducen diversos cambios en el RIRPF y por 
el que se desarrollan las novedades introducidas en el régimen especial de impatriados por la “Ley 
de Startups”, que se había aprobado casi un año antes. Y la Orden HFP/1338/2023 de 13 de 
diciembre que aprobó los nuevos Modelos 149 de comunicación de la opción y 151 de declaración, 
no se publicó hasta el 15 de diciembre de 2023. 
 
La problemática que nos encontramos es que el texto definitivo de la disposición transitoria 
vigésima relativa al plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial del artículo 93 de la 
LIRPF que el Real Decreto 100/2023 de 5 de diciembre aprobado es exactamente el mismo que el 
contenido en el Proyecto de Real Decreto de modificación del RIRPF que se sometió a audiencia 
pública el pasado mes de febrero de 2023 y que hemos reproducido con anterioridad. 
 
Durante el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2023 y el de la publicación y entrada en 
vigor de la Orden que aprobó el nuevo Modelo 149, es decir, el 16 de diciembre de 2023, los nuevos 
colectivos de emprendedores, profesionales altamente cualificados y la unidad familiar que se han 
desplazado a España no han podido solicitar el régimen especial (únicamente a los teletrabajadores 
se les daba la opción de poder solicitarlo utilizando el Modelo 149 anteriormente en vigor). 
 
Durante este período, estos colectivos han confiado en que se les fuera a conceder un plazo de 
seis meses para poder solicitarlo desde la fecha de entrada en vigor de la Orden que aprobara el 
nuevo Modelo 149, tal y como se preveía en el texto de la disposición transitoria prevista en el 
Proyecto de Real Decreto que se sometió a información pública en febrero de 2023. 
 
No obstante, el hecho de haber transcurrido tanto tiempo desde que se publicó para audiencia el 
Proyecto de modificación del RIRPF y la disposición transitoria que éste contenía, y que el texto 
definitivo de dicha disposición transitoria no se haya modificado respecto a la versión incluida en 
el Proyecto ha dado lugar a una situación de claro desamparo y de problema de plazo de solicitud 
del régimen para determinadas personas de los nuevos colectivos beneficiarios del régimen que 
llegaron a España en el segundo semestre del ejercicio 2023. 
 
Dado que la literalidad de la disposición transitoria vigésima aprobada e incorporada al RIRPF 
únicamente concede el plazo extraordinario de seis meses desde la entrada en vigor de la Orden 
que aprueba el nuevo Modelo 149 (es decir, desde el 16 de diciembre de 2023) a los contribuyentes 
que adquieran su residencia fiscal en España en el periodo impositivo 2023, como consecuencia de 
un desplazamiento realizado a territorio español en 2022 o en 2023 antes de la entrada en vigor 
de la Orden, quedarían excluidos del ámbito de aplicación de la disposición transitoria aquellos 
contribuyentes que, habiéndose desplazado a España en el segundo semestre de 2023, adquirirán 
su residencia fiscal en España en el periodo impositivo 2024.  
 
Esto implicaría para ellos la aplicación de la regla general en cuanto al plazo para ejercitar la opción, 
es decir, de 6 meses desde la fecha de inicio que conste en la documentación relativa a la Seguridad 
Social o, para los familiares, de 6 meses desde la fecha de su entrada en territorio español o en el 
plazo previsto para el contribuyente principal, si fuera mayor.  
 
Y recordemos que, si bien los colectivos que ya venían beneficiándose del régimen especial como 
aquellos que iniciaran una relación laboral con un empleador en España, quienes iniciaran un 
desplazamiento internacional ordenado por su empleador, los administradores e incluso los 
teletrabajadores, pudieron seguir utilizando el Modelo 149 antiguo, los nuevos colectivos 
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beneficiarios (excluyendo los teletrabajadores con el matiz comentado con anterioridad, y estos 
sin la certeza de la documentación a aportar) no han tenido posibilidad de empezar a solicitarlo 
sino hasta a partir del 16 de diciembre de 2023.  
 
Así, para un cónyuge que por ejemplo hubiera llegado junto con un expatriado contribuyente 
principal a España el 15 de julio de 2023, el plazo del que disponía ese cónyuge para solicitar el 
régimen especial era únicamente hasta el 15 de enero de 2023, es decir, de tan sólo un mes desde 
que se aprobó el nuevo Modelo 149. 
 
Por el contrario, en un caso en el que el expatriado contribuyente principal y su cónyuge hubieran 
llegado a España el 15 de julio de 2022, el plazo máximo para solicitar el régimen especial para el 
cónyuge sería el 15 de junio de 2024 (seis meses desde la entrada en vigor de la Orden que aprobó 
el Modelo 149). 
 
Y el mismo problema se daría, por ejemplo, para un contribuyente que vaya a desarrollar una 
actividad emprendedora en España, que hubiera llegado a España e iniciado la actividad el 10 de 
julio de 2023, para quien el plazo para solicitar el régimen habría vencido el pasado 10 de enero 
de 2023. 
 
Contribuye a empeorar la situación el hecho de que, junto con el Modelo 149 de solicitud del 
régimen es necesario presentar cierta documentación acreditativa (tal y como para cada supuesto 
ha establecido el Reglamento del IRPF), y cuya obtención puede requerir de cierto tiempo y 
complejidad, al depender en ocasiones de terceras partes y de organismos oficiales. 
 
Esto pone en una considerable peor situación a contribuyentes potenciales beneficiarios del 
régimen especial que hubieran llegado a España en el segundo semestre de 2023, y que por tanto 
vayan a adquirir su residencia fiscal en España en el ejercicio 2024, respecto a quienes llegaron a 
España en el segundo semestre de 2022 (es decir, un año antes) o en el primero de 2023, y que 
por tanto pueden beneficiarse del plazo extendido de la disposición transitoria, lo cual carece de 
sentido y da lugar a un escenario de indefensión para ellos. 
 
Solución propuesta 
 
Con el fin de solucionar la problemática expuesta, proponemos que se modifique la redacción de 
la disposición transitoria vigésima del RIRPF, para dar cabida en ella asimismo a aquellos 
contribuyentes que adquieran su residencia fiscal en España en el ejercicio 2024 como 
consecuencia de un desplazamiento realizado a territorio español en 2023 antes de la entrada en 
vigor de la Orden, de tal forma que su párrafo primero quede redactado de la siguiente forma:  
 
“El plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial previsto en el artículo 93 de la Ley 
del Impuesto para los contribuyentes que adquirieran su residencia fiscal en España en el periodo 
impositivo 2023 o 2024, como consecuencia de un desplazamiento realizado a territorio español en 
2022 o en 2023 antes de la entrada en vigor de la Orden por la que la persona titular del Ministerio 
de Hacienda y Función Pública apruebe el modelo de comunicación de la opción, será de seis meses 
desde la fecha de entrada en vigor de dicha Orden, salvo cuando el artículo 116 de este Reglamento 
le otorgue un plazo superior”. 
 
Dicha modificación debería incorporarse asimismo en la Orden HFP/1338/2023, de 13 de 
diciembre, por la que se aprueba el modelo 151 de declaración y el modelo 149 de comunicación 
de la opción por el régimen especial en su Disposición transitoria única. 
 



 

 

La entrada en vigor de dicha modificación debería hacerse con efectos retroactivos desde la 
entrada en vigor del Real Decreto 1008/2023 y de la citada Orden HFP/1338/2023, 
respectivamente. 
 
Adicionalmente, se propone que, mientras se aprueban estas modificaciones propuestas a la 
Disposición transitoria relativa al plazo para el ejercicio de la opción por el régimen especial, se dé 
indicación a las distintas Administraciones de la Agencia Tributaria de que, de facto, apliquen en 
las revisiones de eventuales expedientes de solicitud de régimen de estos colectivos afectados el 
plazo de 6 meses desde la entrada en vigor de la Orden HFP/1338/2023, de 13 de diciembre, a los 
efectos de que los contribuyentes no se vean perjudicados en las retenciones soportadas durante 
un potencial proceso litigioso con la Administración en este sentido, y que no se podrán recuperar 
hasta la resolución del mismo, con los plazos que ello conllevaría. 
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